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hemos dicho en la STC 77/1986, «la indefensión que posee relt'vancia
juridico-constitucional en lós casos de incongruencia de la Sentencia en
aquella que se produce cuando la situación cr{~ada por la Sentencia es
inconmoYible- y adquiere eficacia de cosa juzgada. pues la indefensión
creada por una Sentencia tiene siempre que,medirse globlamente)~. Esta
(¡llima consecuencia. como destaca el Ministerio Fiscal, no se ha
producido eJi la resolución recurrida.

Por ello se ha de rechazar que el Auto de 4 de abril de 1989 hava
producido indefensión a los recurrentes por haber basado la justificaclon
del sobreseimiento proyisional en la existencia de una cuestión prejudi­
clal. pcndi~nlc de resolución en el contencioso-administrativo.

4. Tamhién se imputa al Auto de 4 de abril de 1989 vulneración del
derecho reconocido en el arto 24.1 C.E. por haber decidido el sobresei­
miento proyisiona! e imposibilitado sin causa legal uñaresolución de
fondo. así como el correspondiente recurso de casación, posible de
hahcrsc decidido el sobreseimiento definitivo.

Es doctrina consolidada de este Tribunal que el derecho del arto 24
CE. puede satisfaeerse también mediante resoluciones fundadas en
Derecho. que no se producen sobre el fondo del asunto, cuando así lo
requiera o lo determine la naturaleza y las características del procedi­
miento seguido y ninguna tacha legal de orden constitucional puede
oponerse a la regulación legal (por· todas, STC 40/1988). La fase
preliminar de un proceso penal puede concluir así legítimamente
mediante un auto de sobreseimiento siempre que sean respetadas las
g3l"3nttaS procesales (SSTC 46/1982 y 34/1983). «El ejercicio de la acción
penal madiante querella no es un derecho incondicionado a la plena
su:!otanciación del proceso, sino que es compatible con un pronuncia­
mÍC'nto motivado del órgano judicial en fase instructora que la ponga
término anticipadamente, e incluso con la misma desestimación de la
querella confol11le al art. 3D LE.Crim., siempre que ei órgano judicial
cntienda razonadamente que la conducta o los hechos imputados
carezcan de ilicitud penal» (STC 213/1989).

Sólo supondría un desconocimiento del derecho a la tutela judicial
1<1 negativa por parte de los órganos judiciales a pronunci;usc iObre el
fondo del asunto que careciera manifiestamente de base legal alguna.

. Tan solo corresponde a este Tribunal, sin sustituir al Juez penal en .la
tarea de interpretar y aplicar la legalidad vi$Cnte ni de évatuar los hechos
del caso, examinar «si la decisión judicialtmpeditiva de una resolución
sobre el fondo aparece basada en una causa legal, dentro de los márgenes
de interpretación de que-el órgano jurisdiccional penal dispone» (STC
171/1988);

Desde esta limitada perspectiva es preciso concluir, con el Ministerio
Fiscal, que el sobreseimiento Que. impugna no carece de base legal. El
sobreseimiento se acordó en su carácter -de provisional «P9r no resultar
debidamente jus~ificada la perpretación del delito que ha dado motivo
a su formación». El órgano judicial invoca el art. 641.1 L:E.Crim., y
razona extensamente por qué entiende que la perpretación del delito
presupone la ilegalidad, en ese momento sub iudicr de la resolución
administrativa a cuyos autores se imputa el delito. No corresponde a
este Tribunal pronunciarse sobre si esa era la solución legal más
adecuada, en 10 Que discrepan Jos reeurrentes" cuestión de mera
legalidad propia de los Tribunales de lo penal, sino sólo comprobar que
la resolución judicial no carece de fundamentación razonable, no es
arbitraria, ni puede ser entendida. como elusión de una resolución de
fondo por una causa prevista legalmente. A diferencia de la STC

Sala Segunda. Sentencia 2131/991. de 1l' de noviembre de
199J. Recurso de amparo 5711990. ContraSentmcia del
Tribuna/Superior tie Justicia del País Vasco, tiierada en
suplicación de una anteriorde1 Juzgado de lo Social núm.
1 'de Alava, en autos sobre conflicto, colectivo. Supuesta
1'lllneración del derecho de libertad sindical: ámbito de la
autonomia colectiva en el establecimiento de comisiones
resen'adas a las partes del com'cnio colectivo.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por don
Francisco Rubio L1orcntc, Presidente, don Eugenio Díaz Eimil, don
Miguel Rodrígucz-Piñero )' Bravo-Ferrer, don José Luis de los Mozos y
de los Mozos, don Alvaro Rodríguez Bereijo )' don José Gabaldón
Lópcz, Magistrados, ha pronunciado ......

EN NOMBRE DEL REY
la Siguiente

SENTENCIA

En el recurso dc amparo núm. 57/1990, interpuesto pot el Procura­
dor de los Tribunales don José Manuel Dorremochea Aramburu, en
nombre y representación del Sindicato «Unión Socialísta de Trabajado­
res,} (UST), contra la Sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal
Sup:.':rioroc Justicia de la Comunidad Autónoma del País Vasco, de 27

171/1988. que es posiblemente en la que se basan los recurrentcs
(aunque la citan como de 30 de abril de 1988), no estamos ante un
impedimcnto definitivo para obtener una resolución de fondo por la
víctima de una presunta aa:icin delictiva, sino que se trata aquí sólo del
aplazamiento de esa resolución de fondo hasta el momento en que se
resueh·an definitivamente los recursos contencioso·administrativo. en
cuyo momento corresponde al instrucfor adoptar la decisión correspon­
dientc.

Carece también de dimensión constitucional el que el órgano
judicial. por las razones que ofrece. haya optado por una decisión de
sobn.:seimiento provisional en vez. como pretenden Jos recurrentes,
decidir el sobreseimiento libre o la continuidad del procedimiento hasta
el acto del juicio. Aunque este Tribunal haya dejado constanci~ de los
posihlC's abusos de la utilización de la figura del sobreseimiento
provisional (STC 40/1988), en el presente caso no hay nada que permita
poner en duda su falta de legitimidad constitucional, ya que el órgano
judicial ha podido estimar que no se daban niguna de las causas por las
que, de acuerdo con el art. 637 L.ECrim. procedía el sobreseimiento
librc. y, en consecuencia, ha procedido a disponer el sobreseimiento
provisional. en tanto que no se resuelya la corrección de los actos
administrativos por el órgano judicial competente en el contencioso­
administrativo entablado también por los querellantes. Elsobresei­
miento se acordó como provisional, a la espera de la resolución del
recurso contencioso-administrativo. solución que respetaba mucho más
el derccho a la tutela judidal 'efectiva de los querellantes. que la
alternativa defendida paradójicamente por éstos, el sobreseimientolibre,
aunque este hubiese dado lugar al recurso de casación. El Auto recurrido
no cierra. como hubiera ocurrido de utilizarse el art. 337.2 L.E.Crim., la
reapenura de las actuaciones, y ordena al instructor oficiar al órgano
judicial administrativo para que le comunique oficialmente la resolu­
ción definitiva «con el fin de:: que aquel, a la vista de su contenido,
acuerde lo que proceda en Derecho en este». Admitida la base legal del
Auto recurrido, y que «la decisión judicial adoptada responde < a una
concreta interpretación y aplicación del Derecho ajena a toda arbitrarie­
dad» (STC 196/1988), el que el supuesto del ano 641.1 L.E.Crim. no
l1eve aparejada la casación, como ocurre en el caso del arto 637
L.E.Crim., no implica violación alguna del art, 24_1 C.E.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Constitucional, POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFlERE LA CONSTITUCiÓN DE LA NACiÓN
EsPAÑOLA,

Ha de~idido

Desestimar el~presente recurso de amparo,

PubliQuese esta Sentencia -en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada·en Madrid a once de· noviembre de mil novecientos noventa
y uno.-Francisco Rubio Llorente.-:,Eugenio Díaz Eimil.-M.iguel Rodrí­
guez-Piñero y Brav<rFerrer.-José Luis de los MOlOS y ·de los
Mozos.-Alvaro Rodriguez Bereijo.-José Gabaldón López.-Fmnados y
rubricados.

de noviembre de 1989, en suplicación de la dietada por el Juzgado de
lo Social núm. 1 .de Alava, de 10 "e octubre.de 1989, en autos sobre
conflicto colectivo. Ha- sido parte el Ministerio Fiscal y Ponente el
Magistrado don Miguel Rodriguei-Piñero y Bravo-Ferrer, quien.expre,sa
el parecer <le la Sala. -

]. .Antecedentes

l. Don JCiSC Manuel de Dorremochea Aramburu, Procurador de los
Tribunales, en nombre y representación del Sindicato «Unión Socialista
de TrabajadofCS», interpone, con fecha 9 de enero de 1990, recurso de
amparo frente a la Sentencia de la Sala dc lo Social del Tribunal Superior
de Justicia de la Comunidad Autónoma del País Vasco, de 27 de
noviembre de 1989. en suplicación de la dietada por el Juzgado de lo
Social núm. I de Alava de 10 de octubre de 1989, en autos sdbre
conflicto colectivo. Invoca el art. 28.1 C.E.

2. La demanda se basa en los siguiemes antecede~tes:

a) ton fecha 12 de julio dc 1988. 105 Sindicatos UGT, ce.oo. y
ELA-STV suscribieron con la Empresa «Esmaltaciones San Jgna<:io,
S.A.». un pacto laboral extraestatutario, en el que 'se establecía una
Comisión compuesta dc tres perronas nombradas por las ('.entrales
Sindicales firmantes para infonnar: sobre la realización de horas extraor·
dinarias a que se refiere el arto 6 del propio Acuerdo colectivo. así como
Comisiones Paritarias para resolver los _problemas derivados de los
cambios de puesto de trabajo y -para aphcar, interpretar y cumplir la:;
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estipulaciones del mismo, reservadas también a los Sindi(:atos firmantes
(arts. 20 y 31 del Acuerdo).

b) Con fecha 5 de mayo de 1989, el Sindicato ahora recurrente en
amparo interpone demanda de conflicto colectivo contra la Empresa y
los Sindicatos firmantes del pacto. por considerar que las cláusulas
mencionadas infringen normas de derecho necesario y atentan al
derecho a la libertad sindical del recurrente, al atribuir en exclusiva
funciones 11 determinadas comisiones constituidas por los firmantes del
Acuerdo, con exclusión -de aquél, que es representativo y tiene fuerte
implantadón en la empresa. Por Sentencia del Juzgado de lo Social
núm. 1 de Alava de 10 de octubre de 1989, la demanda fue desestimada
porque «ninguno de los articulas citados se refiere a concretos sindicatos
o excluye a alguno de ellos, y por otro lado, no se ha probado que a la
Unión Socialista de Trabajadores se le impida firmar y ser participe en
e~e pacto».

c} Interpuesto recurso de suplicación, fue desestimado por la
Sentencia del T.S.J.P.V. de 27 de noviembre de 1989. por entender Que
es consustancial a la libertad sindical la idea de autonomía y la libertad
de acuerdos como el impugnado, Que ni subjetiva ni objetlvamente es
un negocio jurídico celebrado en daño del Sindicato reclamante. Las
cláusulas combatidas no son excluyentes ni desatienden una obligación,
Que no existe, de incluir al Sindicato recurrente en la comunidad de los
que asumen el haz de competencias derivadas del pacto,' y son
consecuencia lícita del ejercicio de la libertad sindical y de la autonomía
colectiva de los firmantes del acuerdo. El carácter de Sindicato más
representativo sólo da derecho a las prerrogativas legalmente reconoci­
das, pero las otras consecuencias de Ja mayor representatividad deben
derivar de la fuerza moral o poder sindical del Sindicato, sin que el
concepto excluya o restrinja la posibilidad de competencia entre los
Sindicatos..

Frente a esta última resolución judicial, se interpone recurso de
amparo, por presünta vulneradón del art 28.1 C.E. con la súplica de que
se declare la nulidad de la Sentencia de suplicación, «<l.sí como la de
instancia, y Ja de los arts. 6, 20 Y 31 del pacto laboral, reconociendo el
derecho del recurrente a participar en dichas comisiones y al libre
ejercicio de la libertad sindical».

3. Aduce el Sindicato recurrente, después de afirmar que forman
parte de la libertad sindical· contenidos que aft.'ctan a todos los
tf::lwjadores como los informes sobre horas ex.traordinarias, movilidad
del personal y. cumplimiento de un pacto laboral, y de referirse a la
doctrina constitucional sobre la participación de los sindicatos y el
ejercicio del citado derecho fundamental, así como ~ la jurisprudencia
ordinaria sobre la materia, qúe, en el presente caso, el pacto laboral que
crea las Comisiones mencionadas no se limita aJa mera administración
o ejecución de lo padado, sino que indde en materias y asuntos de
interés general para todos los ·trabajadores, como son la movilidad del
personal, las horas extraordinarias o la interpretación de lo pactado. de
lo que queda excluido el Sindicato recurrente.. lo que supone una
discriminación que lesiona la libertad sindical, reconocida en el arto 28.1
C.E. y que no ha sido reparada por los órganos judiciales. A.su juicio.
tal exclusión perjudica el papel institucional del Sindicato, y restringe el
campo de su acción representativa. siendo ello de especial gravedad
dada la fuerte implantación que el recurrente tiene en la empresa al ser
el ,grupo may.oritario en el Comité de Empresa. -

4. Por providencia de 2 de abril de 1990, la Sección acordó solicitar
del Tribunal Superior. de Justicia de la Comunidad Autónoma del Pais
Vasco y dcl Juzgado de lo Social numo I de AJava la remisión de las
actuaciones, y de este último la citación de quienes hubiesen sido parte
en el procedimiento.

Por providencia de 24 de mayo de 1990, la Seeción acordó acusar
rc(ibo de las actuaciones remitidas y dar vista por plazo común de
veinte dias a la representación de la recurrente de amparo y al Ministerio
Fiscal para la formulación de alegaciones.

5. En su escrito de alegaciones la representación de la solicitante de
amparo afirma que, dad,? su caractcr de Sindicato representativo y con
fuerte implantación Cíl la empresa, debe ser inoperante su adhesión al
p..1Cto para participar en las comisiones que éste cree, pues al estar
legitimado para firmarlo también ha de estarlo para la panicipación en
su desarrollo y gestión. La no partidpación en las comisiones del pacto
supone'un atentado a la libertad sindicaL y las clausulas impugnadas en
detrimento del recurrente deben declararse nulas y continuar vigente el
convenio colectivo estatutario anterior. Además. desde el ángulo de la
libalad sindical individual, la exclusión y discriminación del Sindicato
puede propiciar y lesionar para la afiliación a otro Sindicato.

6. El Ministerio Fiscal tras centrar el objeto de la demanda de
amparo, las c1áusu13s relativas a determinadas comisiones que excluyen
a los no firmantes del acuerdo, y tras una amplia exposición de la
doctrina contenida en la SSTC 73/1984, 39/1986 y 1091 1989, llega a la
conclusión de que no ha habido lesión del derecho fundamental de
libcrt.nd sindical. No se ha negado al Sindicato su participaóón en la
negociación del pacto, ni se le ha impedido adherirse a él, ni siquiera
consta que se le haya prohibido formar parte de las comisiones. Aparte

de que las comisioneS cuestionadas tienen como finalidad la de aplicar
o administrar el pacto, y no, en modo alguno. impedir la aplicación del
convenio ni la de negociar otro.

7. Por providencia de 6 de noviembre de 19tH. se señaló para
deliberación y votación del presente recurso el día 11 del mismo mes y
ano.

11. Fundamentos juridicos

1. El Sindicato recurrente entiende Quesc ha lesionado su derecho
a la libertad sindical porque el pacto laboral entre la Empresa y otros ¡res
Sindicatos, ha previsto lres Comisiones paritarias, reservadas a los
Sindicatos finnantes, una para informar sobre la realización de horas
cx.traordinarias (art. 6). otra· para entender de los problemas que se
deriven de la aplicación "del art. 20 del pacto relativo a la movilidad del
personal y a las dificultades de adaptación a un nuevo puesto de tfJ.bajo.
y una tercera de vigilancia y cumplimíento para la aplicación. interprct?­
ción y cumplimiento de las estipulaciones contenidas en el pacto. Se
afirma en la demanda que dichas Comisiones no se limitan únicamentt,
a la administración y ejecución de aquel pacto, sino que inciden en
matcrias y asuntos de interés general de los trabajadores, sobre los que
el sindicato recurrente, en el ejercicio de su derecho a la negociación
colectiva, tiene derecho a participar. habida cuenta su carácter repreSl~n­
tativo y su implantación en la empresa, al tener sus representantes
mayoría relativa en el Comité de empresa del centro de trabajo. La
alegación constitucional se dirige frente a las resoluciones judiciales por
no haber reparado la lesión de que cree haber sido objeto, al denegar la
declaración de nulidad de las cláusulas del Acuerdo que establecian las
mencionadas Comisiones (arts. 6. 20 y 31'.

La respuesta de los órganos judiciales consistió en afirmar 'lile en el
citado Acuerdo se habla únícamente de partes firmantes y no de
Sindicatos especificos.. sin que exista constancia de que haya habido
oposición a que el Sindicato recurrente pudiera adherirse al pacto, esto
es, que se le haya impedido su libre inclusión en el mencionado acuerdo,
no siendo contrario al derecho a la .libertad .sindical la exigencia de la
adhesión al acuerdo para integrarse en las Comisiones que lo ponen en
práctica. El Sindicato recurrente limita su queja a los términos en que
han sido redactadas las cláusulas del pacto ya citadas, en cuanto hacen
referencia expresa a «las centrales sindicales firmantes» (art.. 6) {das
partes» ('Irt. 20) Y«cada una de las partes» (art. 31), considerando que
esa previsión supone su exclusión 'de dichas comisiones y atenta a ~u

derecho de libertad ~indical de sus recurrentes.
La Jurisprudencia de este Tribunal, partiendo de la dOl:trina estab!c~

cida en la STC 73/1984, y continuada por las SSTC 911986 y39j19S6,
ha recordado que la exclusión de un Sindicato de algunas comisiones
-creadas por un pacto que no ha firmado ní al que se ha adherido, pucde
constituir lesión del derecho a la libertad sindical en cuanto que suroÜ';:J.
una limitación y un desconocimiento del derel:ho a la negociaClon
colectiva. y ello cuando se trata de comisiones «negociadoras», con lu
función de establecer-modificaciones del convenio o nuevas reglas n0
contenidas en el mismo. Más recientemente la STC 184/1':NL ha
afirmado que «de esta doctrina constitucional deriva, con toda clandad.
que lo decisivo a efectos del limite a la autonomía colectiva. ydc b
consiguiente protección de la libertad sindical en el-establecimiento de
"comisiones cerradas" reservadas a las partes del convenio colectivo. es
el respeto de la legitimación para negociar .legalmente reconocida al
Sindicato en base a su representatividad. Lo que se impide a las partes
del convenio colectivo es que puedan establecer comisiones con funcion
de modificación o regulación de condiciones de trabajo no abiertas a ese
sindicato. La no suscripción de un convenio colectivo no puede suponer
para el sindicato disidente quedar al margen. durante la vigencm del
mismo. en la negociación de cuestiones nuevas, no conectadas !Jí
concetables directamente cón dicho acuerdo. Más allá de este límite las
partes del convenio colectivo pueden crear.' en uso de la autonomia
colectiva una organización común de encuentros, o la previSIón de
comisiúnes "ad hoc", en tanto que no tengan funciones reguladoras en "
sentido propio, pero sin que hayan de restnngirse lampoco. como parece
entender el Sindicato accionante. a la mera función de interpretación o
administración de las reglas establecidas en el convenio colectivm,
(rundamento jurídico 6.°).

Laconsidgr.ación del convenio colectivo tambien como un conjunto
de compromisos y obligaciones asumidas mutuamente por las partes
que lo C'elcbran (STC 21011990), hace que no ~ea constitucionalmente
cxigible que quien no sea parte del conv..::nio, ni se sujeta a las'
obligaciones y compromisos dimanantes del mismo. pretenda gozar de
los derechos contractuales que el convcnio reconoce a ~us p;:¡nt'S
firmantes. entre los que cabe incluir los derechos de informac;'\n
consulta y participación, que en un convenio de empresa, como ti
presente, el empresario reconozca voluntariamente, en la rncdiu;1 que n0
estuviera obligado legalmente a ello, a esas partes firmantes, las cua!l'\
se obligan a su vez a insertarse dentro de esos mecanismos de
cooperadón y colaboración. Estas cláusulas, hemos dicho en la STc;
184/1991 «no vinculan, desde luego. a quienes no sean parte dd
convenio colectivo, que no resultan obligados a la lógica coopcrati'.';l
subyacente en este tipo de organismos. pero por ello nllSmo tampo("
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tienen derecho a acceder a las correspondientes comisiones q~ienes no
aceptan los c0f!lprom~sos y objetivos subyacentes en su creación»,
aunque «tales mstanclas serán legítimas en tanto no desconozcan
facultades legalmente establecidas, v por ello indisponibles. de otras
representaciones colectivas o c;e o:ros sujetos sindicales (fundamento
jurídico 6.°).

2, A la luz de esta doctrina ha de examinarse si en efecto las tres
comisiulll'S aquí cuestionadas tienen asignadas competencias para el
cS1a~iccimiento o modifi~a,ción de ,('~nd¡ciones de trabajo, ha de
considerarse pOF ello ,com.lsu:~nes negociadoras de modo que el dejar
fuera de las mismas al Smdlcato acrionante limita o desconoce sus
den.'.chos de' Tcprcsenta~ión c?lccti,va, legitimación negocial y tutela de
Jos lIltcrcses del trabaJO, leSionando por ello su derecho de libertad
smdical.

Nu es necesario un examen muy detenido de las c1á'Orolas del pacto
JaboraJ aquí cuestionadas, para confirmar el acierto de la conclusión a
que- han llegado tanto el Juzgado de lo Social núm. 1 de Alava, como
la Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad
Autónoma del País Vasco. de que las tres ComisioITes creadas por el
pacto no han lesionado el derecho de libertad sindical del Sindicato
recurrente.

Ha de excluirse de antemano que pueda considerarse como regula­
dora la ~omisión prev.ista en el arto 31 del Acuerdo, de vigilancia y'
{'umphmlento del propiO acuerdo cuya finalidad se reduce.a la aplica­
ción.. interpretacióh y cumplimiento del pacto, siendo innegable su
relación directa con este último y su finalidad de ejecución de lo
pactado. por lo que. de acuerdo a la doctrina establecida en la STC
7J/ J984. el Sindicato no pactante carece de un derecho constitucional­
men.te garantizado a formar parte de dicha Comisión y su composición
puede legítimamente cstar reservada a los Sindicatos pactimtes.

En' ("uanto a la Comisión establecida en el art. 6, su carácter
m~nmJen~c informativo es evidente. ~.iün dicho artículo «la empresa
¡nlormara cada dos meses a una ComISión de tres personas nombradas
por las Centrales Sindicales firmantes de las horas trabajadas y el motivo
d~ i:Is misma~. Esta Comisión. si es que así puede-ser calificada, es un
Jlle-ro instrumento de apoyo al cumplimiento del régimen convencional
de horas extraordinarias previsto en dicho artículo, y puede considerarse
que l~a n~~ido del Acu~rdo cuyo cl.!mplimien~o asegura «con su mera
constlluclon, y corno Simple ejecución del mlsmo».- por lo que no es

. contrario a la libertad sindical exigir que para componer dicho órgano
el sindicato esté de acuerdo con el pacto en que se originó «como
~onj~nto de derechos y -obligaciones» (STC 39/1986, fundamento
JurídICO 5,°) y, consecuentemente, no prever la participación de Sindica­
tos ajenos al pacto. Además, ha de tenerse en cuenta, que como
argumenta la Sentencia de suplicación. este tipo de cláusula no tiene
camcter excluyente alguno, por 10 que no afecta ni cuestiona los
derechos de información que legalmente puedan corresponder al Sindi~
CatO en la matena, ya sea directamente a través de su sección sindical
ya a tnlvés de los representantes en el Comité de empresa (art. 41 Reai
Decreto 2001/(983), y que desde luego no impide la actuación del
Sindicato recurrente en defensa de los intereses de sus representados en
la materia de la realización di? horas extraordinarias.

30063 Sala Primera. Selltencla 214/1991. de 11 de "()V/embre.
Recurso de amparo 101/1990. Contra Sentencia del Tribu·
nal Supremo dictada en recurso de casación dimanante de
juicio sobre protección civil del derecho al honor seguido. en
el Juzgado de Primera Instancia núm. 6 de Madrid.
Vulneración del derecho al honor, previo reconocimiento de
la legitimaci~n activa de la recurrente. Voto particular.

La Sala Primera del Tribunal. Constitucional, compuesta por don
Franc~sco Tomás y Valiente, Presidente; don Fernando García-Mon y
Gonzalez~Regueral, don Carlos de la Vega Benayas, don Jesús ~uina
Villa. don Luis l¿ípez Guerra y don Vicente Gimeno Sendra, Magistra­
dos, ha pronuncléldo

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

. En el .recurso de amparo núm. 101/1990, promovido por doña
VloJ::ta Fnedman, representada por el Procurador de los Tribunales don
Jose Luis Ortiz-Cañavate y Puig-Maurí y asistída del Letrado don Jorge
Trias Sagnier. contra Sentencia de 5 de diciembre de 1989 de la Sala
Primera del Tribunal Supremo. dictada en el recurso de casación núm.
771/1988. dimanante del juicio sobre protección civil del derecho al
honor ~egu¡do en el Juzgado de Primera Instancia núm. 6 de Madrid. En
el proceso de amparo han comparecido el Ministerio Fiscal y don· León
DcgreHc. representado por el Procurador don Francisco de las Alas
Pumariflo y Miranda y asistido por el Letrado don Juan Servando

A la misma conclusión ha de llegarse en lo referente a la Comisión
prevista en el art. 20 del Convenio para entender de los problemas
dcrivad~s de la adaptación del trabajador en caso de cambio de puesto
de trabaJO. extraño a su especialidad o con falta de práctica para su
desarrollo, La cláusula convencional asígna a la Comisión «entender de
los problemas». pero del contexto del articulo no parecen derivarse
facultades decisorias vinculantes. sino más bien el estudio conjunto de
los problemas que pueda suscitar el proceso de adaptación del trabajador
al cambio de pu~sto. Tambien hade entenderse que la :inalidad que se
persigue con la creación de esta Comisión es interpretar y aplicar esa
cláusula, adaptándola a los problemas Que puedan surgir, sin alcanzar
finalidad alguna que rebase esa estricta labor de desarrollo de la materia
incorporada al pacto. Esta Comisión mantiene una relación directa con
c-l Acuerdo y s·u finalidad es la de facilitar la ejecución de lo pactado, por
lo que su composición puede estar reservada exclusivamente a las partes
que lo firmaron. De acuerdo con ello, no existe lesión de la libertad
~indical por el símple· hecho de crear esa Comisión y no incluír al"
sindícato recurrente en el seno de la misma, Teniendo en cuenta ademtis
que la norma convencional no trata ni pued" ser entendida como el
propósito de privar al Sindicato recurrente de las funciones legalmente
rcront?Ci~as de participación y, en su caso, de negociación sobre la
!'1atena, Incluida. desde luego, la posibilidad de defender los derechos e
mtereses de sus representados afectados por un proceso de adaptación
c~nsccuente a un cambio de puesto de trabajo decidido por el empresa·
no,

Por todo ello. ha de declararse que no resulta constitucionalmente
exigible ex ano 28.1 c.E. la presencia de la solicitante de amparo en las
Comision~s creadas en los a~.6, 20 y 31 del-pacto laboral de la empresa
«EsmaltaclOnes- San IgnacIO», de 12 de Julio de 1988, y que la
composición de las mismas prevista en dichos artículos, no desconoce
facultades de representación y negociación colectiva del Síndicato
recurrente ni vulnera su 'derecho a la libertad sindical,

fALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN DE LA NACIÓN
ESPAÑOLA,

Ha decidido

Desestimar el..prescpte recurso de amparo.

Publíquese esta ~ntencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid, a once de noviembre de mil novecientos noventa
y uno.-Firmado: Francisco Rubio Llorente.-Eugenío Díaz
Eimil.-Miguel Rodriguez-Piñero y Bravo-Ferrer.-José Luis de los
Mozos y de los Mozos.-Alvaro Rodríguez Bereijo,-José Gabaldón
López.-Finnados y rubricados. .

Baláguer Pareño. Ha sido Ponente el Magistrado. don Vicente 'Gimeno
Sendra, quien expresa. el parecer de la Sala. .'

~ 1. Antecedentes

1. Por escrito que tiene entrada en este Tribunal el 12 de enero de
1990, prescntadaen el Juzgado de Guardia el día anterior, el Procurador
de los Trib\lnales don José Luis Ortiz-Cañavate y Puig-Maun interpone,
en nombre y represéntación de doña Violeta Friedman, recurso de
amparo contra sentencia de 5 de diciembre de 1989 de la Sala Primera
del Tribunal Supremo; que declaro no haber lugar al recurso de casación
por ella interpuesto contra Sentencia de 9 de febrero de 1988 de la Sala
Primera de (a Audiencia Territoriahde Madrid, confirmatoria de la
dictada. en fecha 16 de junio de 1986, por el Juzgado de Primera
Instancia núm. 6 de Madrid en los autos núm. 1.284/1985.

2, El recurso de amparo se contrae, en síntesis, a los siguientes
hechos:

a) El núm. 168 de la revista· «Tiempo», correspondiente a la
semana del 29 de julio al 4 de agosto de 1985, publicó un reportaje
litulado· «Cazadores de nazis vendrán a España para capturar a
Dcgrclle». eA el Que se recogían unas declaraciones realizadas a la revista
por don León Degrelle, ex Jefe de las Waffen S.S., en relación con la
actuación nazi con los judíos y con los campos de concentración. quien
entre otros extremos afirmó lo siguiente:

{(¿Los judíos? Mire usted., los alemanes no se llevaron judíos belgas,
,sino extranjeros. Yo no tuve nada que ver con eso. Y evidentemente. si
hay tantos ahora. resulta dificil creer que hayan salido tan vivos de los
hornos crematorios.»


